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2.3.2. Justicia, Memoria 
Democrática y Política Interior

2.3.2.1. Introducción. La co-gobernanza en 
una Justicia sostenible

El pasado año iniciábamos el presente apartado hablando del fundamento ético del derecho a la 
jurisdicción como parte de la dignidad de las personas, y cómo  determinados grupos por razón de su 
edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, 
encuentran especiales dificultades o barreras para ejercitar con plenitud este derecho.

Debemos lograr la erradicación de dichas desigualdades para conseguir la igualdad en el acceso a la 
justicia, y esta adaptación a los cambios de la sociedad nos lleva al concepto de “Justicia Sostenible”.

El Informe 2023 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la ONU muestra que más de la 
mitad del mundo está quedando atrás, ya que los avances para más del 50% de las metas de los 
ODS son endebles e insuficientes, y el 30 % están estancadas o han retrocedido. Esta falta de pro-
greso significa que las desigualdades seguirán profundizando y aumentará el riesgo de un mundo 
fragmentado que funcione en dos velocidades, lo que nos lleva a exigir una justicia que debe ser 
accesible para todos y que dicho acceso se encuentre en el centro de las estrategias de crecimiento 
inclusivo y sostenible.

Por otro lado, las injusticias estructurales, las desigualdades y los desafíos emergentes en ma-
teria de derechos humanos alejan el logro de sociedades pacíficas e inclusivas cada vez más 
de una realidad deseada, siendo necesario la adopción de medidas que restablezcan la confianza 
y refuercen la capacidad de las instituciones para garantizar la justicia para todos, facilitando una 
transición pacífica hacia el desarrollo sostenible.

En cuanto a las Alianzas para alcanzar los objetivos (ODS 17), a pesar de una mejora del 65% en el 
acceso a Internet desde 2015, y los avances en la reducción de la brecha digital que disminuyeron 
después de la pandemia, se requieren esfuerzos constantes para garantizar un acceso equitativo a 
Internet para todos.

Por lo que respecta a la “Justicia 2030”, como plan de trabajo a 10 años, va a suponer la implicación 
de diferentes equipos de gobierno, lo que nos lleva a perseguir la co-gobernanza como espacio de 
diálogo e información, que en el ámbito de la Administración de Justicia es amplio al encontrarnos, 
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por un lado las competencias que en este ámbito tienen algunas Comunidades autónomas, como  
Andalucía; por otro lado, con la gestión del Ministerio de Justicia, además de las competencias de 
otras instituciones como el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado.

La necesidad surgida de una co-gobernanza en la gestión de la pandemia creó instrumentos como 
la Conferencia Sectorial, la Comisión Nacional de Estadística Judicial o el Comité Técnico Estatal de 
Administración Judicial Electrónica, y propició que se sentaran las bases para establecer nuevas 
estructuras en aquellos puntos que las CCAA y el Ministerio de Justicia acordaron desarrollar con-
juntamente, como el sistema de gestión procesal, la eficiencia organizativa, recursos personales y 
humanos, etcétera.

A este respecto, el pasado mes de marzo de 2023, se celebró la Conferencia Sectorial de Justicia 
para impulsar el plan Justicia 2030 junto a las comunidades autónomas. Así, la Justicia 2030 como 
transformación de este servicio público, nos trae entre sus objetivos el contribuir a la sostenibilidad y 
la cohesión (Objetivo 3), con el desarrollo de un programa concreto de coordinación y cohesión insti-
tucional entre las instituciones implicadas, generando una arquitectura de co-gobernanza, creando 
espacios de diálogo e información, que permita hacer de la Administración de Justicia un servicio 
público de calidad y más eficiente.

Por último, en cuanto a “La Senda Andaluza en la Agenda 2030” se establecen como objetivos estra-
tégicos, la mejora de la organización de la actividad judicial y alcanzar una mayor especialización y 
mejor respuesta del servicio público de justicia a la mujer víctima de violencia de género.

2.3.2.2. Justicia
La estrategia del Defensor del Pueblo Andaluz debe ser reflejo de la Agenda 2030, teniendo el reto 
de conseguir la justicia y con ello la paz, debiendo facilitar el derecho fundamental de acceso a la 
justicia para las personas más desfavorecidas y la aplicación de las nuevas tecnologías de forma que 
la justicia sea más rápida, ágil y eficaz.

El funcionamiento de la justicia no tiene el reconocimiento demandado por la ciudadanía, lo que 
nos debe mover a buscar una mejor eficacia y eficiencia en la gestión de los recursos con los que se 
cuenta, o en su defecto realizar los cambios normativos para lograrlo.

Los objetivos y programas establecidos en la Justicia 2030 vienen definidos, entre otros, en los Pro-
yectos de Eficiencia organizativa, Eficiencia procesal y Eficiencia digital, que se tradujeron en el año 
2022 en la elaboración del Proyecto de Ley Orgánica de Eficiencia Organizativa del servicio público 
de justicia, el Proyecto de Ley de Medidas de Eficiencia Procesal del servicio público de justicia, y el 
Proyecto de Ley de Medidas de Eficiencia Digital del servicio público de justicia.

Sin embargo, concluyó el año 2022 sin que se culminasen estos proyectos de reforma de la estruc-
tura y organización judicial con su publicación oficial, siendo la situación casi idéntica en 2023, ya 
que no ha sido hasta finales de diciembre cuando se ha publicado el Real Decreto-ley de medidas 
urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de 
servicio público de Justicia, función pública, régimen local y mecenazgo, que contiene medidas 
para la transformación digital y procesal de la Administración de Justicia como es la creación de la 
Carpeta Justicia, el Expediente Judicial Electrónico o el procedimiento testigo.

Por ello, con este Real Decreto-ley se aprueban medidas que contenían la Ley de Eficiencia Procesal 
y la Ley de Eficiencia Digital, quedando aún pendientes las medidas que contemplaba la Ley de 
Eficiencia Organizativa, como son la Oficina Municipal de Justicia o los Tribunales de Instancia y la 
correspondiente re-ordenación de la planta judicial.

Al igual que tenemos presentes estos objetivos y metas, en la tramitación de los expedientes de queja 
nos limita el hecho de que el ejercicio de la potestad jurisdiccional corresponda exclusivamente a 
los Juzgados y Tribunales establecidos por las leyes (art. 117.3 CE), lo que determina que el Defensor 
del Pueblo Andaluz carezca de competencia para el examen de aquellas cuestiones que estén pen-
dientes de resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiera por la persona 
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